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DEMUS

OBLIGACIÓN DE DESARROLLAR UNA POLÍTICA ENCAMINADA A ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER (ARTÍCULO 2 CEDAW)

Despenalización del aborto

PROBLEMA: El Estado Peruano no ha tomado ninguna medida ni para despenalizar el aborto, ni para ampliar el número de supuestos de aborto legal en el país, incluyendo el aborto por violación.

1. La actual normativa penal en el Perú criminaliza el aborto en todos los supuestos, excepto el del aborto terapéutico. Según el artículo 119 del Código Penal, no se sanciona el aborto practicado por un médico con el consentimiento de la mujer embarazada o de su representante legal, si lo tuviere, cuando es el único medio para salvar la vida de la gestante o para evitar en su salud un mal grave y permanente. 

2. Ya el Comité por la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha llamado la atención al gobierno peruano por la penalización del aborto, su informe del año 1995
 y 1998
. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos, en el examen del cuarto informe periódico de Perú ante ese órgano, manifestó su inquietud con respecto a que el aborto continúe siendo sujeto a sanciones penales aún cuando el embarazo sea producto de violación, y recomendó la revisión de esta ley para establecer excepciones y sanción al aborto.

3. Sin embargo, el sexto informe del gobierno peruano guarda silencio sobre el aborto como política pública vinculada a las mujeres y su no discriminación en acceso a servicios. Por eso, debido a la inacción del Estado, a través del Ministerio de Salud, Ministerio de Justicia y Congreso de la República, nada se ha hecho al respecto no solo respecto a la despenalización del aborto, sino también a la implementación del aborto terapéutico como única figura de aborto legal en la actualidad. 

4. Ello va en contra de la Resolución General 24 (1999) del Comité por la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, que estableció en el párrafo 11:

La negativa de un Estado Parte a prever la prestación de determinados servicios de salud reproductiva a la mujer en condiciones legales resulta discriminatoria. Por ejemplo, si los encargados de prestar servicios de salud se niegan a prestar esta clase de servicios por razones de conciencia, deberán adoptarse medidas para que remitan a la mujer a otras entidades que presten estos servicios.

Implementación del aborto terapéutico como figura de aborto legal en el Perú

PROBLEMA: El Estado Peruano no ha implementado el derecho al aborto terapéutico como única forma de aborto legal, no pudiendo ejercerse este derecho en la práctica por los prejuicios e interpretaciones restrictivas de los funcionarios públicos.

5. Aunque el aborto terapéutico es legal en el Perú, carece de normativa que implemente el derecho a esta figura de aborto legal, lo que hace que en la práctica ésta no se cumpla por los prejuicios e interpretaciones restrictivas que los funcionarios encargados de aplicar la norma. 

Responsabilidad Estatal: Ministerio de Salud

6. En este sentido el Estado, a través del Ministerio de Salud, no ha cumplido con hacer efectivo el aborto terapéutico como forma de aborto legal. Aunque se contó con la voluntad positiva de la entonces Ministra de Salud, Pilar Mazzetti (febrero 2004-julio 2006), finalmente no pudieron ser aprobados los protocolos de interrupción legal de embarazo, aplicables a todos los hospitales públicos del país. Ello se debió a la presión de algunos grupos de parlamentarios conservadores
, quienes remitieron una carta a la ministra rechazando el concepto de “mal grave y permanente” aplicado a cualquier situación médica, desconociendo que la salud tiene dos dimensiones: la física y la mental.

7. Algunos grupos religiosos, quienes no repararon en difamar a la ministra Mazzetti y a las organizaciones que trabajan el tema y que fueron convocadas para la elaboración del protocolo para el aborto legal,
 en los diversos medios de comunicación. Con ello las mujeres se ven imposibilitadas de acceder a los servicios de aborto legal establecidos por ley, especialmente aquellas más pobres y marginadas que se atienden en los hospitales públicos.

8. De esta manera, es obligación del Estado emitir el marco regulatorio, a nivel nacional, sobre la atención al aborto legal. Este marco debe ser parte del Plan General de la Estrategia Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva (2004-2006), o de las normas que los sustituyan, y debe ajustarse a las recomendaciones que la Organización Mundial de la Salud hace a través de su Guía Técnica y Políticas para Sistemas de Salud: Aborto sin Riesgo.

Responsabilidad Estatal: Ministerio de Justicia

9. El Estado, a través del Ministerio de Justicia, tampoco ha cumplido con la implementación del aborto terapéutico al no implementar en las normas y políticas nacionales el Dictamen 1153/2003 del Comité de Derechos Humanos de la ONU sobre el caso K.Ll v. Perú, del 22 de noviembre de 2005. Este fue el caso de K.Ll., una joven adolescente que quedó embarazada el año 2001 y a quien el hospital público Arzobispo Loayza negó la posibilidad de practicarse un aborto terapéutico por llevar en su vientre un feto anencefálico, es decir sin cerebro.

10. Este embarazo, por sus complicaciones y por la juventud y débil estado de salud de la joven, no solo conllevaba peligro para la salud física de K.Ll sino también para su salud mental, por el hecho de llevar a término un embarazo cuyo triste e irreversible final se conocía por anticipado. Ella misma lo reconoció en una carta:

Caí en la depresión total, día a día lloraba reprochándome aquella culpa que en conjunto me hicieron creer. Psicológicamente yo estaba destruida, no tenía salud mental. Mi mundo se había reducido a la espera del nacimiento de una niña que no viviría.

11. En el dictamen, el Comité de Derechos Humanos encontró que esta negación constituía violación a los derechos a no ser sometida a tratos crueles, inhumanos o degradantes; a no recibir interferencias arbitrarias su vida privada, a una atención especial por ser menor de edad; y a contar con un recurso adecuado; todos contenidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Asimismo, ordenó al Perú no solo otorgar a K.Ll. un recurso efectivo, que incluya una indemnización, sino también, en un plazo de noventa días posteriores al dictamen, establecer medidas que permitan dar cumplimiento al dictamen. 

12. Sin embargo, el Estado no se manifestó en esos noventa días. Por el contrario, posteriormente el Ministerio de Justicia, con relación a este Dictamen, presentó un informe técnico de la Comisión Ejecutiva de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, presidida por José Burneo Labrín, en el que es evidente que:

· El Estado peruano no pretende cumplir con el Dictamen del Comité de Derechos Humanos, al no haber ejecutado hasta la fecha con ninguna de sus disposiciones.

· El Estado peruano cuestiona lo resuelto por el Comité, al reafirmar el mismo argumento del Hospital Arzobispo Loayza: que éste no era un caso de aborto terapéutico, sino eugenésico. Con ello, el Estado discute el Dictamen y niega haber incurrido en la vulneración del derecho a no sufrir trato cruel, inhumano o degradante. 

· Además, afirma que las mujeres como K.Ll. deben acudir al Poder Judicial, mediante un proceso de habeas corpus, para que ellos decidan si procede o no el aborto, siendo este habeas corpus el “recurso adecuado” que K.Ll no tuvo. Como ya se probó ante el Comité, el habeas corpus en el Perú no es un acción apropiada para estos casos, al tomar demasiado tiempo y no dar una solución oportuna a la situación. Con ello, el Perú se niega a implementar el “recurso adecuado” ordenado por el Dictamen.

13. Con la negativa a aceptar su responsabilidad, el Estado está legitimando las violaciones a los derechos humanos sufridas por K.Ll. Peor aún, de esta manera el Estado manifiesta su voluntad de dejar en la desprotección a miles de mujeres que, en sus condiciones, no son informadas o les es negado el derecho al aborto legal. Con ello las obligan a recurrir a abortos inseguros, que pueden terminar en un daño grave a su salud o a su vida, o a continuar el embarazo hasta el nacimiento, con todo el impacto físico y psicológico que ello implica.

14. Asimismo, el Ministerio de Justicia encarpetó el Memorando 787/03/2005-DGSP/MINSA, del Ministerio de Salud. Este memorando contiene un informe técnico donde el Ministerio reconoce que el embarazo por feto anencefálico no solo constituye un riesgo para la salud física de la madre, sino que ocasiona también un daño moral y psicológico. Asimismo, afirmaba que el aborto terapéutico hubiera evitado el grave daño psicológico que sufrió K.Ll, quien llevó tratamiento psiquiátrico posteriormente al parto por la fuerte depresión en que estuvo sumida. Este Memorando tenía como destino final el Comité de Derechos Humanos de la ONU, donde se veía el caso de K.Ll. Con esta actitud, el Ministerio de Justicia deja entrever su voluntad de entrampar la implementación del Dictamen del Comité de Derechos Humanos sobre el caso K.Ll. v. Perú, y contribuye a dejar en la desprotección a miles de mujeres que, teniendo derecho a un aborto terapéutico, se ven en la imposibilidad de realizarlo por la interpretación restringida y los prejuicios de los funcionarios públicos.

Responsabilidad Estatal: Congreso de la República

15. El Estado peruano, a través del Congreso de la República, tampoco ha cumplido con su obligación de implementar la decisión del Comité de Derechos Humanos, o de cualquier regulación que implemente la prestación del aborto terapéutico en los servicios públicos de salud. 

16. Por el contrario, algunos congresistas enviaron una carta al Ministerio de Salud para oponerse a su intento de elaborar protocolos de atención en materia de aborto legal, aplicado a cualquier situación médica. Al mismo tiempo, existió un grupo importante de congresistas miembros de grupos conservadores católicos como Opus Dei o Sodalicio, y que tienen todavía una influencia importante en el pleno cuando se discuten temas vinculados a la salud sexual y reproductiva de las mujeres y al aborto legal. Su acción también va en contra del párrafo 11 de la Recomendación General 24 antes señalada, respecto a la imposibilidad de dejar de ofrecer servicios integrales de salud para la mujer por motivos de conciencia.

17. Estos grupos conservadores católicos aun mantienen su poder en el actual Congreso, y su acción termina consolidando un patrón legislativo de desprotección de las mujeres, dado que no solo no reglamentan ni dejan reglamentar el aborto terapéutico en el Perú, sino que bloquean cualquier discusión sobre éste y otros temas vinculados a derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.

OBLIGACIÓN DE  GARANTIZARLE A LA MUJER EL EJERCICIO Y EL GOCE DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS LIBERTADES FUNDAMENTALES EN IGUALDAD DE CONDICIONES CON EL HOMBRE. (ARTÍCULO 3 CEDAW)

Violencia sexual post conflicto armado

Si pues, sexual nos hacía, nos hacía abuso, y daban pastillas, para no gestar diciendo daban pastillas, amargos nos hacia tomar cuando no queríamos también, a patadas, a patadas nos hacía…

(M.Q, Ccorisotocc)

…yo diría señorita que también a mi psicológicamente, y todo de mi estudio, todo [la violación] me ha hecho perdición, y tenía pa que se vaya a la cárcel así señorita, porque yo era menor de edad, aunque yo decía antes con mi propia voluntad no era, a malas me ha agarrao él, cuando estoy gritando me ha agarrao mi boca, me ha tapao, entonces no va a pasar nada, un ratito nomás me dijo, yo no podía hablar me tapó mi boca. 

(M.C., Manta)

1. La violencia sexual fue una conducta lamentablemente frecuente durante el conflicto armado interno peruano (1980-2000), afectando en su mayoría a las mujeres más pobres y marginadas del país. De acuerdo al Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, publicado el año 2003, las principales víctimas de violación sexual fueron en su mayoría mujeres quechuahablantes (75% de los casos), de origen rural (83%), campesinas (33%) o amas de casa (30%).

Esta alta proporción demuestra la incapacidad del Estado de garantizar el ejercicio y goce de los derechos de las mujeres en igualdad de condiciones con el hombre. Si bien en un contexto de conflicto los derechos de varones y mujeres fueron vulnerados de diversas maneras, las mujeres fueron atacadas de manera sistemática en unos casos y generalizada en otros. La investigación desarrollada por la CVR permite concluir que la violencia sexual se dio principal pero no exclusivamente en los siguientes contextos de incursiones de los efectivos militares y policiales en las comunidades; en establecimientos estatales (bases militares, dependencias policiales, establecimientos penales); como un ejercicio de poder de los perpetradores. Esta violencia sexual fue utilizada en determinados casos como un método de tortura para la obtención de información o confesiones auto-inculpatorias. 

2. A pesar de la gravedad de los hechos, el Estado no menciona, en su sexto informe, ninguna medida concreta ni política pública enfocada a las mujeres víctimas de violencia sexual durante el conflicto armado interno. Recordemos que la Recomendación General 19 (1992) del Comité por la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) estableció en su punto 1 que la violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide gravemente el goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre. 

3. También recordemos que el Comité CEDAW ya había manifestado, en su Informe sobre Perú del año 1995, su preocupación por la situación de las mujeres víctimas de violencia sexual en las “zonas de emergencia” y durante la detención.

Responsabilidad del Estado

PROBLEMA: El Estado no garantiza ni promueve la justicia para las víctimas de violencia sexual durante el conflicto armado interno peruano.

4. El Ministerio Público no cumple con denunciar los casos presentados. A pesar que la CVR presentó al Ministerio Público casos documentados de violencia sexual en conflicto armado, como fue los casos  de las comunidades campesinas de Manta y Vilca, la violación de Georgina Gamboa, de Magdalena Monteza  sin embargo luego  de tres años de investigación fiscal   no existe denuncia contra los responsables  en estos casos. 

5. Existen investigaciones sobre violaciones sexuales contra mujeres  en bases militares del departamento de Apurimac y en la zona de Chanchamayo, sin embargo estas investigación no  pueden prosperar por la negativa del Ministerio de Defensa de proporcionar a la autoridad Fiscal la relación de militares que fueron destacados a estas bases en la época de los hechos, garantizando asi la impunidad de los violadores.  

6. El Congreso de la República no aprueba la reforma del Código Penal, adecuándola al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional, ratificada por el Perú en noviembre de 2001. Existe en el Congreso de la República una Comisión Especial Revisora del Código Penal, que está encargada de modificar el Código e incluir un Libro III, referido a los Delitos contra el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. Ello es necesario porque la norma actualmente vigente es completamente inadecuada y carente de perspectiva de género. Actualmente, el Código Penal tipifica   desde 1998 como crímenes de lesa humanidad  la desaparición forzada y tortura, por lo que no aplicaría a los hechos ocurridos en los años anteriores. Llama la atención que el poder judicial viene aplicando plazos de prescripción a los hechos de tortura, aduciendo  la falta de tipificación circunstancia que los obliga a abrir proceso penales por delito de lesiones y ha aplicar las reglas de la prescripción en aras del principio de la legalidad.

7. El debate de la inclusión del Libro III, lleva a la fecha tres años, existiendo  una propuesta lista para recibir dictamen aprobatorio de la Comisión respectiva para luego  ser discutida en el Pleno del Congreso de la Republica. Sin embargo,  la formulación del dictamen   es demorado exprofwsamente,  no existiendo voluntad  de iniciar la discusión. En ello influye la composición de la Comisión, donde algunos congresistas pertenecen a partidos políticos vinculados a las violaciones de derechos humanos durante este periodo.

el APRA, cuyo líder, Alan García, fue presidente del Perú durante el periodo 1985-1990, a quien en las investigaciones  se le atribuye responsabilidad en los casos: Frontón (120 victimas de  ejecuciones extrajudiciales y desaparición forzada), Accomarca (69 ejecuciones extrajudiciales) Cayara ( 36 desapariciones forzadas), así como al creación de un comando para militar responsable de  decenas de ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas.

· UPP, cuyo líder, Ollanta Humala, ha sido denunciado por violaciones de derechos humanos, durante su jefatura en la base militar de Madre Mía en 1992, y

· Unidad Nacional, cuya líder Lourdes Flores proveniente del Partido Polupar Cristiano agrupación que co-goberno en el periodo del 80 al 85 periodo donde se ubican los picos mas altos de desapariciones forzadas quien se ha manifestado a favor de la   amnistía para los militares. 

8. Los jueces y fiscales no aplican el derecho internacional en sus fallos. Sea por ignorancia o por temor a represalias, los jueces y fiscales de primera instancia no aplican los tratados de derechos humanos ratificados o adheridos por el Perú, y que forman parte del derecho nacional, conforme al artículo 55 de nuestra Constitución. La aplicación del derecho internacional de los derechos humanos es fundamental para obtener justicia a las mujeres víctimas de violencia sexual en este periodo, porque es en estos tratados y en la jurisprudencia internacional donde mayores avances se ha dado en el tratamiento de la violencia sexual en conflicto armado. Muchos jueces y fiscales, especialmente en provincias, no se atreven a aplicar estas normas por temor a recibir amonestaciones o llamadas de atención que afecten su carrera judicial; o peor aún, amenazas. Ello es lamentablemente posible, por el nivel de interferencia que existe en la actividad judicial, por parte de otros órganos del Poder Ejecutivo. En este punto, cabe recordar que, cuando la Fiscal Especial de Derechos Humanos de Ayacucho, Cristina Olazábal, al hacer denuncia sobre las violaciones a los derechos humanos ocurridas en la comunidad de Accomarca, incluyó como  responsables al Presidente de la República de ese entonces, Alan García, la Comisión Ejecutiva del Poder Judicial  dispuso a través de  la Directiva 01-2005-P-SPN, del 13 de abril se derive a Lima todos los casos de violaciones de derechos humanos donde hubiese tres o más victimas. Esto significa que los casos fueron remitidos a la ciudad de Lima, dificultando así la labor de una Fiscal supraprovincial  interesada en investigar crímenes de lesa humanidad,  quien debía de trasladarse a la ciudad de Lima para asistir a diligencias y abandonar otras investigaciones, de lo contrario debía solicitar apoyo de fiscalía de Lima que sin conocer la investigacion debia participar en un proceso judicial que no conocían. 

9. El proceso penal no es sensible a la experiencia de las mujeres rurales que sufrieron violencia sexual en conflicto armado. El proceso penal de la violencia sexual en conflicto armado adolece de muchos problemas que desalientan a las mujeres a denunciar, entre ellos:

· La lejanía de los juzgados y fiscalías de las zonas rurales, donde se encuentra la mayor cantidad de víctimas. Por ejemplo, en el caso de Huancavelica, las víctimas se ven obligadas a viajar hasta la capital del departamento, Huancavelica, o hasta Huancayo, capital del departamento de Junín, cada vez que tienen una diligencia. Esto constituye un viaje largo (de tres horas a Huancavelica, de seis horas a Huancayo), que demanda un día entero para completar la diligencia. Ello desanima a muchas mujeres, quienes son cabeza de hogar o madres de niños pequeños y no pueden dejar su estancia sola. Ello sin contar que, en el caso que el proceso implique a tres o más denunciantes, las víctimas deban viajar a Lima, lo que es más largo y fatigante.

· Aplicación de exámenes médicos inadecuados. En las investigaciones de Manta, Huancavelica, el Ministerio Público ha dispuesto exámenes médicos legales para mujeres que sufrieron violencia sexual durante el pico de la violencia, es decir entre 1984 y 1992. Ello es a todas luces inadecuado por el tiempo transcurrido luego de la violación sexual.

· Aplicación de pericias psicológicas inadecuadas. Del mismo modo, las pericias psicológicas no están orientadas a determinar qué tipo de huella dejó la violencia sexual, sino más bien cuál es la afectación psicológica actual de la víctima, sin hacer una conexión con el pasado traumático de violencia sexual en conflicto armado.

10. El Estado peruano decidió garantizar la defensa de los efectivos militares y policiales denunciados, pero no ha emprendido las mismas acciones para con las víctimas, especialmente víctimas de violencia sexual. Mediante Decreto Supremo 061-2006-PCM, publicado el 22 de setiembre de 2006, se otorga de defensa judicial a todos los efectivos militares y policiales que enfrenten denuncias por violaciones de derechos humanos durante el conflicto armado interno, debemos señalar que la defensa judicial de todo ciudadano que enfrenta un proceso judicial esta garantizada a través de la defensa de oficio, lo que hace este decreto es autorizar al Ministerio de Defensa a contratar  defensa privada. De acuerdo a este Decreto, la norma solo amplía un beneficio que ya gozaban funcionarios y servidores públicos, pero que no incluía a los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional, y busca garantizar el derecho al debido proceso de los denunciados, que supuestamente no cuentan con defensa judicial. De esta manera el Estado está aplicando un trato discriminatorio porque se esmera en garantizar el derecho a la defensa judicial de los perpetradores, mientras que no pone el mismo énfasis en garantizar este mismo derecho a las víctimas, especialmente a aquéllas que sufrieron violencia sexual. De acuerdo a la Defensoría del Pueblo, de las 1512 víctimas comprendidas en los 47 casos propuestos de la CVR, solo 364 contaba con patrocinio legal
.Ello significa que cerca del 76% de estas víctimas no tiene la asesoría ni el acompañamiento legal para interponer una acción y obtener justicia en sus casos.

11. Con este razonamiento de protección de los derechos de los perpetradores en desmedro de los derechos de las víctimas, el Estado solo perpetúa la idea que el ejercicio y goce de los derechos pertenecen a unos pocos. Aunque se discutió la posibilidad de excluir de esta protección a quienes cometieron crímenes de violencia sexual durante el conflicto armado interno peruano, hasta ahora ello no se ha plasmado en una norma. Eso significa que, hasta el momento, quienes sean denunciados por violación sexual u otros crímenes de violencia sexual podrán contar con la defensa judicial proveída por el Estado, quien se encarga de  abonar los honorarios que la defensa requiera.

12. En conclusión, el Estado peruano no ha manifestado una voluntad política de garantizar el derecho a la justicia de las mujeres víctimas de violencia sexual. Al no adecuar su Código Penal para criminalizar estos hechos adecuadamente; al ocultar información a las fiscalias  encargadas de la investigación, al no denunciar los casos de violencia sexual ya presentados y documentados luego de tres años;  al no aplicar las normas de derecho internacional de derechos humanos a través de sus jueces y fiscales; al no garantizar ni ofrecer protección a los jueces y fiscales que sí lo han aplicado; al no ofrecer a las víctimas recursos para acceder a patrocinio legal cuando sus perpetradores sí tienen ese derecho; está promoviendo un trato discriminatorio y marginal respecto a otros actores del conflicto armado.

PROBLEMA: El Plan Integral de Reparaciones del Estado carece de una perspectiva de género y tiene  efectos discriminatorios respecto a las víctimas de otras violaciones de derechos humanos y respecto de otras mujeres víctimas.

13.  El 29 de julio se publicó la Ley 28592, que crea el Plan Integral de Reparaciones (PIR), el  Reglamento de dicha norma se  publicó el 6 de julio de 2006. Aunque estas normas hacen operativo el sistema de reparaciones para las víctimas de violaciones de derechos humanos durante el conflicto armado interno, ésta contiene disposiciones que resultan discriminatorias entre las mujeres víctimas de violencia sexual. 

14. Solo se otorgarán reparaciones a los casos donde hubo violación sexual. De todas las formas de violencia sexual encontradas en el Informe Final de la CVR, solo la violación sexual es incluida dentro del PIR, en  los artículos 3 de la Ley y 45 del Reglamento. Esto significa que otros crímenes de violencia sexual como la esclavitud sexual, los embarazos forzados, la prostitución forzada o las uniones forzadas, quedarían excluidas de la reparación. Con ello se excluye del derecho a la reparación a aquellas mujeres que sufrieron diversos tipos de abusos sexuales, ignorando su experiencia y el impacto diferenciado que tuvo la violencia en ellas.

15. Se excluye del derecho a las reparaciones a quienes hayan participado de los movimientos subversivos.  De esta manera quedan marginadas aquellas mujeres que  fueron obligadas a participar de estos grupos, así como las que se enrolaron en sus filas de forma voluntaria y que  fueron víctimas de esta clase de abusos tanto por parte de los subversivos como de las fuerzas armadas y policiales, durante su detención y enjuiciamiento. Si bien la ley, en este caso salva el derecho de quien quede excluido para ir a la instancia judicial, la lentitud y corrupción del sistema hace esta vía la opción menos deseable para quienes queden al margen del PIR. Con esta actitud el Estado peruano no solo desprotege a estas mujeres, sino que envía un mensaje de impunidad para las conductas de violencia sexual contra las mujeres consideradas sospechosas de la comisión de algún delito. 

16. No existen disposiciones específicas de género para la inscripción de las víctimas en el Registro Único de Víctimas (RUV). Respecto a las víctimas de violencia sexual, el RUV presenta dos problemas. De un lado, el Reglamento no especifica cómo aplicará el principio de confidencialidad de los datos allí inscritos, tal como especifica el artículo 10 de la Ley. Ello es esencial en el caso de las víctimas de violencia sexual, considerando los sentimientos de temor al estigma y vergüenza de las víctimas, quienes prefieren callar la violencia sufrida.

17. Los requisitos básicos establecidos para la inscripción en el RUV no fueron pensados en la víctima de violencia sexual durante el conflicto armado interno peruano. Existen requisitos, como la necesidad del DNI u otro documento de identidad, o el detalle preciso de los hechos ocurridos y el año en que ocurrieron, que difícilmente podrán ser cumplidos por las víctimas. No olvidemos que, de acuerdo al Informe Final de la CVR, el 98% de víctimas de la violación sexual durante el conflicto armado interno peruano fueron mujeres, mientras que el 85% provenía del área rural.  Las mujeres con este perfil lamentablemente no cuentan con algún documento de identidad, por lo costoso y engorroso del trámite, por lo que son legalmente inexistentes para el Estado.
 Es más, muchas de las víctimas de los asesinatos, desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales tampoco contaban con este documento, por lo que habrá un problema con su identificación efectiva.  Este no es el caso de los varones, quienes cuentan con al menos un documentos de identidad.

18. Con ello queda claro que el Estado tampoco está cumpliendo con su obligación de garantizar el goce y ejercicio de los derechos en igualdad de condiciones que el varón, especialmente en lo referido al derecho a la reparación. No solo ha segregado los casos de violencia sexual por tipo de delito y excluyendo a un número importante de víctimas, sino también haciendo difícil su inscripción en el RUV por los requisitos establecidos y principios no definidos. En vez de eliminar las exclusiones, las refuerza al mantener en la marginación a las mujeres rurales y en la impunidad los crímenes cometidos contra ellas.

Obligación de adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica: planificación de la familia y servicios apropiados en relación el embarazo, el parto y el periodo posterior al parto (Art. 12 cedaw)

Recomendación V al V Informe Periódico del Estado Peruano 

al Comité CEDAW

“El Comité exhorta al Estado parte a que considere la posibilidad de reanudar el Programa Mujer, Salud y Desarrollo. El Comité recomienda que el Estado parte examine la situación de la población adolescente con prioridad. También le exhorta a que adopte medidas para fortalecer el Programa de Planificación Familiar y que garantice el acceso a los servicios de salud sexual y reproductiva, prestando atención a las necesidades de información de la población, en particular de los adolescentes, incluso mediante la aplicación de programas y políticas orientadas a incrementar los conocimientos sobre los diferentes medios anticonceptivos y su disponibilidad, en el entendido que la planificación de la familia es responsabilidad de ambos integrantes de la pareja. Además, insta al Estado parte a que se fomente la educación sexual de toda la población, incluyendo los adolescentes, prestando especial atención a la prevención de la lucha contra el VIH/SIDA entre mujeres y niñas, y a que se fortalezca la difusión de información en cuanto a los riesgos y a sus vías de transmisión.”

Lista de cuestiones y preguntas relativas al examen de los informes periódicos

CEDAW/C/PER/Q/6, 8 de agosto de 2006

Salud

20. Según se indica en el informe, el aborto ocupa el cuarto lugar en los establecimientos del Ministerio de Salud como causa de muerte reportada de las mujeres (párr. 160). En el examen del cuarto informe periódico, el Comité de Derechos Humanos expresó su inquietud con respecto a que el aborto continúe siendo sujeto a sanciones penales aun cuando el embarazo sea producto de una violación, y recomendó la revisión de esta ley para establecer excepciones y sanción del aborto (véase CCPR/CO/70/PER, párr. 20). Sírvanse indicar qué acciones se han tomado para revisar la legislación y el calendario detallado.

[…]

22. Según se indica en el informe, el sector de la salud aún no ha implementado la disposición legal que autoriza la venta de las pastillas de anticoncepción de emergencia bajo receta médica (párr. 147). Sírvanse identificar los obstáculos que impiden la implementación de esta disposición y los planes a corto plazo para superarlos.

 PROBLEMA: el Estado Peruano no ha cumplido con adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica en cuanto a planificación de la familia, embarazo y atención pre y post natal.

1. El Estado peruano no ha cumplido con adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica en cuanto a la planificación de la familia, embarazo y atención pre y post natal. De acuerdo al punto 17 de la Recomendación General 24 (1999) de la CEDAW, los estudios que ponen de relieve las elevadas tasas mundiales de mortalidad y morbilidad derivadas de la maternidad y el gran número de parejas que desean limitar el número de hijos pero que no tienen acceso a ningún tipo de anticonceptivo o no los utilizan, constituyen una indicación importante para los Estados de la posible violación de sus obligaciones.

2. Respecto al embarazo, el Estado no implementa la figura del aborto terapéutico, única figura de aborto legal. En el Perú, aproximadamente, una de cada tres muertes maternas en el Perú se debe a complicaciones de aborto inseguro, siendo el aborto séptico la segunda causa de muerte materna en nuestro país.
 Como vimos en la parte referida a la despenalización del aborto, las mujeres peruanas están privadas de acudir a la única figura de aborto legal existente en el Perú, el aborto terapéutico, aunque cumplan con los requisitos establecidos en el Código Penal, es decir que el embarazo ponga en riesgo la vida de la madre o pueda producir un mal grave y permanente en su salud. Con ello contraviene la Recomendación General 24 (1999) de la CEDAW, que establece en su punto 14, que los Estados Parte deben abstenerse de poner trabas a las medidas adoptadas por la mujer para conseguir sus objetivos en materia de salud. Al interferir en la decisión de miles de mujeres que, como K.Ll, optan por el aborto terapéutico ante un embarazo de riesgo y se les es negado, el Estado está permitiendo que sus funcionarios pongan trabas en el ejercicio de la decisión legal que estas mujeres han tomado. Asimismo, como quedó establecido en el caso K.Ll. v. Perú, presentado ante el Comité de Derechos Humanos, el Estado incumple su obligación de proveer a las madres menores de edad de servicios adecuados en salud para el embarazo, parto y periodo post parto. Ello al someter a maltrato a K.Ll, no solo haciéndola sentir responsable de la anencefalia del feto que llevaba en su vientre, sino también al no proveerle de acompañamiento psicológico durante su embarazo.

Lista de cuestiones y preguntas relativas al examen de los informes periódicos

CEDAW/C/PER/Q/6, 8 de agosto de 2006

Salud

22. Según se indica en el informe, el sector de la salud aún no ha implementado la disposición legal que autoriza la venta de las pastillas de anticoncepción de emergencia bajo receta médica (párr. 147). Sírvanse identificar los obstáculos que impiden la implementación de esta disposición y los planes a corto plazo para superarlos.

PROBLEMA: el Estado Peruano no cumple, por motivos de conciencia y religión de algunos funcionarios, con repartir la anticoncepción oral de emergencia (AOE) a los centros de salud públicos del país.

3.   Actualmente existen dos acciones judiciales vinculadas al reparto de la anticoncepción oral de emergencia (AOE) en el Perú. La primera fue una acción de cumplimiento interpuesta el año 2001 por diversas organizaciones de derechos de las mujeres contra el Ministro de Salud de ese entonces, Fernando Carbone, para que reparta la AOE en las postas públicas de salud, de modo que esté al alcance de todas las mujeres que acuden a esos servicios. La negativa del Ministerio estaba basada en el supuesto carácter abortivo de la píldora, dado que el ordenamiento legal peruano extiende protección al concebido. Sin embargo, ello no impidió que el Ministerio autorice su venta en las farmacias del país, estando al alcance de las mujeres con mayores recursos económicos. Esta acción se ganó en primera instancia, pero luego fue revertida en segunda instancia y ahora está ante el Tribunal Constitucional, que constituye la última instancia nacional. Sin embargo, hasta que el Tribunal Constitucional no se pronuncie, la distribución de la AOE está suspendida.

4.   La segunda acción consistió en una acción de amparo interpuesta el año 2004 por un grupo denominado ALAS Sin Componenda, que logró evitar que el Ministerio de Salud, ya bajo la dirección de la Ministra Pilar Mazzetti, distribuyera la AOE en las postas públicas, también argumentando su supuesto carácter abortivo. Al igual que la primera acción, la distribución de la AOE también depende de la respuesta final de ambas acciones.

5.   El caso de la AOE demuestra que el Estado no adopta todas las medidas para evitar la discriminación en el tema de planificación familiar, porque la AOE está disponible en las farmacias para todas las mujeres que cuenten con la receta médica y los recursos económicos para comprarla. En cambio, se restringe su distribución a las mujeres más pobres y marginadas, que son la población usuaria de los servicios públicos de salud, y que no pueden contar con ella en casos de emergencia, como puede ser la falla del método de planificación familiar o una violación. El supuesto carácter abortivo de la AOE, negado por la OMS y diversos estudios presentados ante las instancias nacionales, es solo un pretexto para mantener este sistema de marginación de las mujeres más pobres y vulnerables del país.

6.  Ello contraviene también la Recomendación General 24 (1999) de la CEDAW, que establece que los Estados deben informar sobre cómo interpretan la forma en que las políticas y las medidas sobre atención médica abordan los derechos de la mujer en materia de salud desde el punto de vista de las necesidades y los intereses propios de la mujer. Por lo visto en las medidas citadas, no son las necesidades de las mujeres el objeto central de la regulación estatal, sino las convicciones personales de los funcionarios que ejercen los cargos públicos vinculados a salud pública y legislación, así como la  ineficacia del Poder Judicial para brindar justicia en los casos donde se vulneró y discriminó a las mujeres en el acceso a servicios médicos. 

            Recomendación X al V Informe Periódico del Estado Peruano 

al Comité CEDAW:

Que se tomen todas las medidas necesarias para continuar garantizando la esterilización quirúrgica como derecho de libre elección de la mujer a su salud reproductiva, después de que haya sido debidamente informada de las características médicas y consecuencias de la operación haya expresado su consentimiento. El Comité recomienda también evitar en el futuro la repetición de estos acontecimientos. De igual forma recomienda que se continúen los esfuerzos para procesar antes los tribunales a los responsables de esta violación del derecho a la salud.

 PROBLEMA: el Estado Peruano no impulsa la investigación, sanción y reparación a los casos de esterilizaciones forzadas presentados entre 1995 y 2000.

7.  El Estado peruano no ha cumplido con investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las campañas de planificación familiar que devinieron en actos de esterilización forzada contra las mujeres, en su mayoría rurales y pobres. Estas esterilizaciones no solo constituyeron un acto de violencia sexual contra las mujeres, con características de crimen de lesa humanidad en algunas provincias por lo sistemático y planificado de los hechos. También constituyeron actos que encubrieron una discriminación permanente, tanto por género como por condición socioeconómica (pobreza y extrema pobreza), por origen, por condición racial y/o étnico-lingüística. Entre los departamentos más afectados podemos mencionar a Huancavelica, Piura (Huancabamba), Cusco (Anta, Espinar, Chumbivilcas etc.), Ayacucho y Junín, que son también las zonas más pobres, con mayor población rural y más excluidas de la protección estatal. 

8. Pese a los indicios existentes de que esta práctica constituyó un crimen de lesa humanidad por la planificación y participación estatal en ella, luego de más de dos años el Fiscal Especializado en Derechos Humanos no ha realizado la denuncia respectiva. Las Fiscalías tampoco cuentan con recursos ni apoyo estatal para realizar las investigaciones, necesitando del aporte económico de las organizaciones de mujeres para los viajes a provincias para la toma de testimonios a las víctimas, acusados y testigos. DEMUS y MAM Fundacional, dos organizaciones de la sociedad civil, tuvieron que colaborar para hacer posible el viaje de los fiscales a Cusco para interrogar a las víctimas.

9.  El Estado Peruano aún tiene pendiente el total cumplimiento del Acuerdo de Solución Amistosa en el caso de María Mamérita Mestanza Chávez, una joven madre de Cajamarca quien falleció a causa de una esterilización forzada. Su caso llegó hasta la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, luego que fuese archivado en la instancia interna nacional. Ante la CIDH, el Estado peruano aceptó su responsabilidad en un acuerdo de solución amistosa, firmado el 26 de agosto de 2003, y se comprometió a reparar a la familia Mestanza y a ordenar una investigación y sanción de los hechos. Sin embargo, las medidas de reparación establecidas en el Acuerdo de Solución Amistosa demoraron en llegar, siendo cumplidas en su mayor parte en diciembre de 2005, es decir, dos años y medio luego de la firma del Acuerdo, luego que el Viceministro de Justicia exigió al esposo de la víctima que renuncie a los intereses por la demora en los pagos de sus indemnizaciones. De no haberlo hecho, el cumplimiento de su acuerdo se hubiese suspendido indefinidamente.  Queda pendiente la asesoría psicológica al viudo de la señora Mestanza, Jacinto Salazar, así como sus hijos, así como justicia para ellos, porque hasta ahora no hay ninguna denuncia fiscal ni ningún detenido por estos hechos.

10. No investigar y sancionar estos hechos no solo los deja impunes, sino que permite que vuelvan a repetirse en el futuro. De esta manera, consagra la situación de desprotección de las mujeres ante el mal uso de las campañas de planificación familiar, donde en vez de información las mujeres encontraban coacción, mentiras y un cambio irreversible en su salud física del cual no eran informadas. 

OBLIGACIÓN DE DESARROLLAR UNA POLÍTICA ENCAMINADA A ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER  (ARTÍCULO 2 CEDAW)

Recomendación FF al V Informe Periódico del Estado Peruano 

al Comité CEDAW:

“El Comité pide al Estado parte que diseñe e implemente programas globales en el ámbito educativo y que inste a los medios de comunicación a que promuevan cambios culturales en la publicidad y en la programación de entretenimiento con relación a los roles y responsabilidades que desempeñan mujeres y hombres, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5 de la Convención.

Asimismo, el Comité recomienda que se desarrollen políticas y se implementen programas que garanticen la eliminación de los estereotipos asociados a roles tradicionales en la familia, el empleo, la política y la sociedad.”

Lista de cuestiones y preguntas relativas al examen de los informes periódicos
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Estereotipos

4. Sírvanse indicar si existen iniciativas específicas previstas para eliminar los estereotipos y la discriminación contra la mujer en los medios de comunicación.

 PROBLEMA: el Estado Peruano no cumple con instar a los medios de comunicación a que promuevan cambios culturales en la publicidad y en los programas de entretenimiento con relación a los roles y responsabilidades de los hombres y mujeres.

1. El informe peruano se concentra en destacar acciones educativas vinculadas a la equidad de género, la igualdad de oportunidades en el aspecto educativo escolar, de una forma general. Menciona cambios en el currículo escolar, pero no informa sobre indicadores que demuestren la efectividad de estos cambios. No hace mención a ninguna acción tomada específicamente con el tema de los medios de comunicación, ni respecto a la publicidad sexista ni a los programas de televisión que reproducen estereotipos de género.

Responsabilidad del Estado: INDECOPI

2. El Instituto de Defensa de la Competencia y Propiedad Intelectual – INDECOPI, a través de su Comisión de la Represión de la Competencia Desleal, es el órgano administrativo encargado de sancionar a las empresas y los anunciantes cuando su publicidad fomenta o promueve la discriminación. Para ello, este órgano cuenta con un documento denominado Lineamientos sobre Competencia Desleal y Publicidad Comercial, aprobado por Resolución Nº 001-2001-lin-ccd/indecopi, del 5 de julio de 2001, la cual sigue vigente. Ello es importante, considerando que la publicidad en el Perú es conocida por ser sexista y racista, mostrando a la mujer como objeto sexual y basado en estereotipos del ama de casa, o el de la sumisa y delicada.

3. Este documento, sin embargo, contiene lineamientos que permiten el uso de publicidad sexista. Para INDECOPI, 

…la norma no prohíbe la difusión de alguna frase o imagen que pudiera ser considerada discriminatoria u ofensiva. La ley no prohíbe anuncios que presenten conductas antisociales, criminales o ilegales, sino sólo los que tengan como efecto o resultado “favorecer o estimular” determinados tipos de discriminaciones u ofensas: las raciales, sexuales, sociales, políticas o religiosas. Los términos “favorecer o estimular”, implican examinar lo más objetivamente posible si el anuncio puede generar conductas negativas de la naturaleza antes señalada.

4. Este “estudio objetivo” casi siempre ha concluido en la consideración que la publicidad muestra un mundo de fantasía, y que es muy poco probable que el consumidor adopte determinadas posturas por creer la fantasía que ve en la publicidad. Una muestra de ello son las denuncias que DEMUS ha presentado ante INDECOPI en los últimos doce años por casos de publicidad sexista y que fueron rechazadas por este órgano por motivos similares. Curiosamente, en estos casos fue la autoridad (INDECOPI) y no la empresa anunciante la renuente a reconocer cuándo un aviso publicitario contiene mensajes denigrantes contra las mujeres. 

5. Un ejemplo de ello está en el mismo documento de lineamientos, donde se afirma que:

Otro caso lo encontramos en un anuncio de papas fritas en el cual se estableció que, luego de un análisis superficial, un consumidor razonable percibiría que la renuncia al personaje “Jane” que realizaba “Tarzán” a cambio de una bolsa de papas Jack’s que tenía un chimpancé, había sido realizada en forma humorística y fantasiosa, mostrando personajes de ficción - Tarzán, Jane y Chita - con la finalidad de difundir el mensaje de que las referidas papas eran irresistibles. Tanto la Comisión como la Sala concluyeron que un consumidor razonable no sería estimulado por el anuncio a causar en el mundo real una ofensa o un acto de discriminación sexual contra la mujer.

6. En conclusión, históricamente INDECOPI no ha cumplido con su labor de vigilar que la publicidad no contenga elementos que denigren a la mujer, la presenten como un objeto pasible de ser deseado o violentado, o acartonada en roles esterotipados. Ello porque, en vez de cumplir un rol de previsión y cautela, está esperando que efectivamente se produzca un caso concreto donde un consumidor atente contra la mujer, guiado por la publicidad. 

Responsabilidad del Estado – Poder Judicial

7. El Poder Judicial es la instancia ante la cual se solicita la nulidad de las resoluciones del Tribunal de INDECOPI, que constituye la última instancia administrativa. El Poder Judicial ya ha respondido positivamente en un caso,
 donde la Corte Suprema declaró nula una resolución de INDECOPI y le ordenó pronunciarse nuevamente porque y lo obliga "a cumplir con su deber de cautelar el derecho de la ciudadanía a consumir una publicidad que no tenga mensajes antisociales ni discriminatorios". Sin embargo, la sentencia de la Corte Suprema llegó el año 2002, es decir, ocho años después de puesta la denuncia ante INDECOPI, lo que lo convierte en un proceso largo y no expeditivo en aras de generar un cambio en la publicidad. Ello sigue invariable en la actualidad.

8. En conclusión, el Estado no cumple con instar a los medios de comunicación a que promuevan cambios culturales en la publicidad y en los programas de entretenimiento con relación a los roles y responsabilidades de los hombres y mujeres. El Estado no tiene políticas orientadas a buscar cambios en la publicidad y los programas de televisión sobre la presentación estereotipada de la mujer. Los órganos estatales de control administrativo y judicial no responden a las denuncias de la sociedad civil, sea por falta de una perspectiva de género en los funcionarios públicos, sea por la burocracia que hace los procesos más lentos en nuestro país.

RECOMENDACIONES:

Recomendaciones sobre la violación sexual :

Al Congreso de la República 

1. Incluir la violación sexual efectuada con fines indagatorios, punitivos o intimidatorios en el contexto de una practica sistemática como delito de lesa humanidad.

2. Modificación del articulo 170 del Código Penal a efectos de precisar el delito de violación sexual, sancionando expresamente la conducta que implique la invasión del “cuerpo de una persona mediante una conducta que haya ocasionado la penetración, por insignificante que fuera, de cualquier para del cuerpo de la víctima con un objeto u otra parte del cuerpo”, adecuándose al Estatuto de Roma tomando como base la propuesta de la Comisiòn Especial Revisora del Còdigo Penal y que el Perù ratifique el Acuerdo de privilegios e Imnunidades de la Corte Penal Internacional.

3. No aprobar ninguna amnistia que pueda resultar discriminatoria en casos de violencia y abuso sexual y crímenes de lesa humanidad, tomando como referencia las sentencias de la Corte Interamericana que dejaron sin efecto las leyes de amnistia dictadas en la època de la dictadura. 

Al Ministerio Público 

4.. Se disponga el inicio de investigación fiscal de oficio en los casos de violencia sexual sin denuncia de parte (art. 1 Ley 27115 y arts 9 y 11 del Decreto Legislativo 52, Ley Orgánica del Ministerio Público)..  

Al Poder Judicial  

5.Fortalecer el Sub-Sistema de derechos humanos, destinando jueces en las zonas donde la violencia polìtica originò mas vìctima.

6.Que los jueces a cargo de este tipo de investigación sean capacitados en los procedimientos aprobados internacinalmente.

7. Que los Magistrados hagan  valer su fuero y exijan  que el Ministerio de Defensa informe los nombres y paradero actual de los oficiales y suboficiales acusados de presuntos crímenes de tortura en la modalidad de violencia sexual.

Al Poder Ejecutivo 

a.  Ministerio de Defensa

8.  Que cumpla con la obligación de poner a disposición del Ministerio Público  y el Poder Judicial a los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Armadas que hayan estado involucrados en actos de violencia sexual.

.9. .Que se excluya a aquellos acusados de abuso y violencia sexual del beneficio de la defensa que el Estado esta brindando a los  efectivos militares y policiales acusados o investigados por delitos de violación a los derechos humanos.

b. Primer Ministro

10. Asegurar el acceso a la reparaciòn a todas las víctimas de violencia sexual, independientemente de su condición jurídica.

11. El Estado debe revisar el Plan Integral de Reparaciones y dotarlo de una perspectiva de género a fin de dar un tratamiento adecuado a las víctimas de violencia y abuso sexual. 

12. Se modifique la Ley que crea el Plan Nacional de Reparaciones ya que .  èste considera sòlo a quienes sufrieron tortura y no a quienes han surfrido  tratos crueles, inhumanos y degradantes.  Igualmente solo considera a quienes sufrieron violación sexual y marginando a quienes sufrieron violencia sexual.  El hecho de que se refiera ùnicamente  a estos dos conceptos implica el insuficiente reconocimiento del conjunto de las violaciones y perjuicios que sufrieron las mujeres.

13. Asimismo, asegurar que el referido Plan no incluya requisitos excluyentes (documento de identidad, por ej.) que impidan que sobre todo mujeres rurales accedan a posibles beneficios.  

14. Haga cumplir la Ley en el sentido de sancionar la conducta del funcionario o servidor público que implique el ocultamiento o la negación de información para esclarecer los hechos y determinar la responsabilidad de los presuntos responsables de actos que impliquen la violación grave del derecho internacional de los derechos humanos.

c. Ministerio de Justicia

15. Asegurar programas que permitan que todas las vìctmas de violencia y abuso sexual puedan contar con asesorìa y defensa legal de calidad.  Actualmente no  hay ninguna garantìa para la defensa de oficio

16. Cumplir con la sentencia de la Corte Interamericana en el caso de la Matanza del Penal Castro Castro, donde fueron asesinadas 42 personas, entre ellas 8 mujeres y que se cumpla con investigar y sancionar las denuncias sobre violencia y abuso sexual perpetradas durante este  operativo. 

17. Dotar al Plan Nacional de Derechos Humanos de una perspectiva de género para que, siendo el marco del Estado en esta materia, no discrimine a las mujeres del pleno goce de sus derechos en igualdad de condiciones con los varones.

Recomendaciones sobre la salud sexual y reproductiva :

1. Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social y Enfoque de Genero (Recomendacion J formulada por el Comite CEDAW al V informe periodico del Estado peruano)

El estado peruano no ha cumplido con fortalecer el papel del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social en material de igualdad de genero ni ha incorporado la perspectiva de genero en todos lo sectores del gobierno. Seria interesante saber si persiste la idea de convertir este Ministerio en el Ministerio de la Familia. Seria interesante saber las razones por las que no se incorpora y aplica efectivamente la perspectiva de genero. Seria recommendable que el concepto de igualdad de genero no se reduzca al concepto de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres como lo hace el Estado peruano, sino que incorpore el concepto de igualdad sustantiva que toma en cuentas la diferencias sexuales, de genero y culturales. 

2. Ley y Plan de Igualdad de oportunidades (recomendacion L, inciso 1 a V Informe del Peru) El congreso aun no aprueba la ley de igualdad de oportunidades y equidad de genero. Creemos que debemos saber las rezones por las que no ha hecho teniendo en cuenta que existen proyectos de ley al respecto. Consiramos que una de las razones son el rechazo al concepto de igualdad de genero, el reconocimiento de los derechos sexuales y los derechos reproductivos.

De otro lado, si bien el Estado peruano cumplio con la recomendacion L inciso 1, elaborando de forma participativa el Nuevo Plan de Igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres 2006 y 2007, seria recommendable que el Estado peruano difunda cuales son las metas anuales, los indicadores de cumplimiento y las partidas economicas asignadas en el Plan. Asimismo que incorpore medidas para garantizar la igualdad de genero en el campo de los derechos sexuales y los derechos reproductivos. Asimismo, no compatimos el balance presentado por el Estado peruano a solicitud de ustedes de los logros del Plan de Igualdad de Oportundidades enterios, puesto que los indicadores de educacion, salud, empleo, analfabetismo, participacion politica demuestran estancamiento o retroceso. 

3. Nuevo Plan Nacional contra la Violencia hacia las Mujeres (Recomendacion general 19, Articulo 3 de la CEDAW)

Es necesario que el Nuevo plan nacional contra la violencia hacia las mujeres 2007-2012, se elabore de forma participativa, ampliando su ambito de atencion, prevencion y proteccion a los problemas de feminicido, trata, prostitucion, embarazo y aborto forzado, crimenes de odio, violencia sexual durante el conflicto armado. Asimismo, el Estado peruano debe informar porque no se cumple con deteminar las metas anuales por sector ministerial, los indicadores de cumplimiento y las partidas economicas, que permitan un adecuado monitoreo e impacto. Como las cifras indican la violencia no ha cesado ni retrocedido. Tambien se deben incorporar como responsables de plan, el Ministerio Publico y el Poder Judicial para concertar estrategias contras la impunidad y los cambios juridicos y judiciales que se requieren para ello.

4. Plan Nacional de Derechos Humanos 

Es urgente que el gobierno peruano cumpla con ejecutar y fortalecer el Plan Nacional de Derechos Humanos, logrando que las medidas relacionadas con los derechos humanos de las mujeres guarden relacion con los estandares del derecho internacional de derechos humanos, que se reconozcan las 15 medidas para enfrentar la discriminacion por orientacion sexual e identidad de genero que se dejaron de lado por presiones de las Fuerzas Armadas y la Conferencia Episcopal y que elimine las dos clausulas restirctivas de derechos que resultan discriminando por orientacion sexual e identidad de genero.

5. Articulo 12 de la CEDAW, Recomendacion V y Recomendacion X al V informe periodico del Peru.

El Estado peruano tampoco ha cumplido con la quinta recomendacion del Comite, no ha tomado medidas para despenalizar el aborto, ni para ampliar los supuestos del aborto legal incluyendo el aborto por violacion, ni ha implementado el derecho al aborto terapeutico, que no ejerce por prejuicios e interpretaciones restrictivas de funcionarios de salud. 

Cabe preguntarse por que no se siguen las recomendaciones de diferentes comites que vigilan el cumplimiento de tratados, maxime si se sabe que el aborto inseguro es causa de mortalidad maternal? Por que no se cumple con lo dispuesto por el Comite de derechos humanos en el caso de Karen Llantoy, adolescente a la que se le nego el derecho a acceder al aborto terapeutico? Por que no se aprueban protocolos de atencion a nivel nacional para que mujeres de toda edad y operadores de salud sepan como proceder en caso de aborto terapeutico? Por que no se quiero reconocer que imponer un embarazo torna la diferencia en discriminacion? Con relacion a la inquietude del Comite Cedaw sobre el incumplimiento de la provision de anticoncepcion oral de emergencia, cabe compartir que luego de 5 anos de lucha, el Tribunal Constitucional ha dispuesto que el Estado debe garantizar dicha provision. Ahora queda tomar medidas para remover prejuicios y desinformacion. 
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